
QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 2 Y 7 DE LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA 

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA MIRZA FLORES GÓMEZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La que suscribe Mirza Flores Gómez, diputada integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano, en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fundamento en los artículos 71, 

fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el 77 y 78, del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de esta asamblea, la 

presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La violencia contra la mujer en espacios privados es una de las formas de violencia de género, y se 

refiere a la cometida por alguna persona con quien mantiene una interacción cotidiana de tipo íntimo, 

incluidos los compañeros, familiares y amigos, ya sea porque se produce dentro del ámbito doméstico 

o fuera del hogar, entendiendo este espacio no como un lugar físico donde se manifiesta la violencia, 

sino como la relación cercana existente entre el agresor y la víctima. Desafortunadamente, para 

muchas mujeres, el hogar es un lugar de dolor y humillación. 

La violencia contra las mujeres en el ámbito privado no solo se circunscribe a los golpes y maltrato 

verbal, sino que también comprende toda una gama de actos psicológicos, físicos y sexual-mente 

coercitivos, en unas ocasiones exclusivos y en otras combinados e intencionales, así como el control, 

explotación y abuso económico practicados por su pareja actual o la de una relación previa. 

Es una realidad que en nuestro país la violencia contra las mujeres es uno de los principales problemas 

que en el siglo XXI se sigue presentando: de acuerdo a la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de 

las Relaciones en los Hogares 2011 (ENDIREH), de un total de 24 millones 566 mil 381 mujeres 

casadas o unidas de 15 y más años en el ámbito nacional, se registra que 11 millones 18 mil 415 han 

vivido algún episodio de maltrato o agresión en el transcurso de su vida conyugal.1 

Recordemos que en nuestro país, el 1 de febrero de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, dentro de la 

exposición de motivos se contempla como “el principal objetivo de la iniciativa es el de proteger el 

derecho de las mujeres y las niñas a vivir una vida libre de violencia” y en el artículo 1 se establece 

el objeto: 

La presente ley tiene por objeto establecer la coordinación entre la federación, las entidades 

federativas, el Distrito Federal y los municipios para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra las mujeres... 

Desafortunadamente no se menciona explícitamente que “toda mujer, independientemente de su 

origen étnico, edad, discapacidad, condición social, condiciones de salud, religión, opinión, 

preferencia sexual, el estado civil o cualquier otra, goza de los derechos fundamentales inherentes a 

la persona humana, y por lo tanto, cualquier acción u omisión tanto del Estado mexicano así como de 

los particulares (hombre o mujer) en la esfera pública o privada (violencia familiar) constituye una 

violación a los derechos humanos. 

En condiciones de igualdad con los hombres, las mujeres gozan de todos los derechos y libertades, 

así como al respeto de su autonomía, de acuerdo al artículo primero y cuarto constitucional y de 

conformidad con los instrumentos internacionales en los que México forma parte, tales como la 



Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención contra la 

Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y la Convención sobre la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, sin embargo en la práctica, las 

mujeres siguen estando en condiciones de vulnerabilidad frente al ejercicio de sus derechos 

fundamentales. 

La vinculación del tema de la violencia de género a los derechos humanos ofrece nuevas posibilidades 

de análisis y de lucha, para poner fin a las discriminaciones contra las mujeres. Sin embargo, aún pesa 

el hecho de que el paradigma de los derechos humanos se construyó a partir del supuesto de que los 

derechos civiles y políticos individuales encuentran su espacio en la vida pública, lo que lleva a 

ignorar las violaciones que ocurren en el seno de la familia. De esta manera, los delitos contra las 

mujeres se consideran como tales en la medida en que se aproximan a las situaciones tipificadas en 

los códigos y los tratados. 

Las mujeres comenzaron a luchar por la resignificación y ampliación de los derechos reconocidos 

internacionalmente, de modo que las relaciones de género se consideren un espacio de expresión de 

la desigualdad; además, han planteado la necesidad de hacer una nueva lectura de las esferas pública 

y privada y, por lo tanto, del ámbito en que se enmarcan los derechos humanos, ya que esta 

dicotomización ha limitado la ciudadanía de las mujeres. 

La violencia de género en el hogar constituye una flagrante transgresión de los principios consagrados 

en la Declaración Universal de Derechos Humanos. Entre otras cosas, la violencia contra las mujeres 

es una violación del derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona (artículo 3); del 

derecho a no ser sometida a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (artículo 5); 

de la igualdad ante la ley y el derecho a igual protección de la ley (artículo 7); del derecho a recurrir 

a un tribunal imparcial (artículos 8 y 10); del derecho a circular libremente (artículo 13), y de la 

libertad de reunión y asociación (artículo 20). 

La Asamblea General de las Naciones Unidas, en su cuadragésimo séptimo período de sesiones, 

concordó en que la violación de los derechos humanos de las mujeres no se limita a los actos 

cometidos o amparados directamente por los gobiernos, sino que éstos tienen responsabilidad social 

y política por los cometidos por terceros si no han tomado las medidas necesarias para prevenir, 

investigar y castigar actos de violencia. De acuerdo con este criterio el Estado pasaría a ser cómplice 

de los hechos cuando no ofrece a las mujeres la protección necesaria frente a la violación de sus 

derechos, así como por actuar en forma discriminatoria al no prevenir y castigar los actos de violencia 

de género, negando a las mujeres la protección de la ley en condiciones de igualdad. 

En Brasil, como ejemplo de derecho comparado, la Ley 11340 Maria da Penha reconoce el derecho 

de todas las mujeres a vivir una vida sin violencia y considera este tipo de agresión como un atentado 

a los derechos de las mujeres. La ley obliga al Estado y a la sociedad a proteger a las mujeres de la 

violencia doméstica y familiar, independientemente de su edad, clase social, raza, religión y 

orientación sexual. La Ley Maria da Penha incorpora un nuevo paradigma al reconocer la violencia 

contra las mujeres como una violación de los derechos humanos y no como un crimen privado de 

menor gravedad. Se aplica así a la violencia contra las mujeres el régimen jurídico aplicable a las 

violaciones de los derechos humanos. El objetivo de la política es proteger a las mujeres de la 

violencia doméstica y familiar. 

Es necesario que en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia se 

reconozca explícitamente que la violencia familiar es una violación grave a los derechos humanos de 



las mujeres independientemente de su edad, clase social, religión y orientación sexual y que este tipo 

de violencia no sólo se circunscribe al ámbito privado, sino que trasciende a lo público, porque el 

Estado debe reconocer su papel fundamental en la implantación de políticas públicas y programas 

sociales encaminados a prevenir, atender y erradicar esta conducta reprobable que mientras siga 

existiendo, no podremos transitar a un verdadero estado de derecho. 

Por lo expuesto y fundado; someto a consideración de ésta soberanía, la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto 

Único. Se reforman los artículos 2 y 7 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia. 

Artículo 2. Toda mujer, independientemente de su origen étnico, edad, discapacidad, condición 

social, condiciones de salud, religión, opinión, preferencia sexual, el estado civil o cualquier otra, 

goza de los derechos fundamentales inherentes a la persona humana. La federación, las entidades 

federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias 

expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales y administrativas 

correspondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de 

conformidad con los tratados internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, 

ratificados por el Estado mexicano. 

Artículo 7. Violencia familiar: Es el acto abusivo de poder u omisión intencional, dirigido a dominar, 

someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a 

las mujeres, dentro o fuera del domicilio familiar, cuyo agresor tenga o haya tenido relación de 

parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato o mantengan o hayan 

mantenido una relación de hecho, independientemente de su orientación sexual. 

La violencia familiar contra las mujeres constituye una de las formas de violación de los 

derechos humanos. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Nota 

1 http://www.ugto.mx/ugenero/diasconmemorativos/dia-internacional-de-la-e liminacion-de-la-violencia-

contra-las-mujeres 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de marzo de 2018. 

Diputada Mirza Flores Gómez (rúbrica) 

 


